
La Corte Suprema de Justicia de la 
Nación revocó una sentencia que 
había elevado de oficio la indem-

nización reconocida a un trabaja-
dor por incapacidad laboral, al 
considerar que la alzada colocó a 

la aseguradora -única apelante- en 
una situación más desfavorable 
que la derivada del fallo de primera 
instancia.  

Para el máximo tribunal, esa de-
cisión incurrió en una reformatio 
in pejus, excedió los límites de la 
competencia apelada y vulneró de 
manera directa las garantías de 
propiedad y defensa en juicio. En 
consecuencia, hizo lugar a la queja 
de Provincia ART SA, declaró pro-
cedente el recurso extraordinario y 
ordenó dictar un nuevo pronun-
ciamiento.  

La sentencia fue firmada por los 
jueces Horacio Daniel Rosatti, Car-
los Fernando Rosenkrantz y Ricar-
do Luis Lorenzetti.  

El caso se originó en una deman-
da promovida por un trabajador 
contra Provincia ART SA, en la que 
la primera instancia le reconoció 
un 16% de incapacidad y condenó 
a la aseguradora a pagar 
$240.585,32, más los intereses es-
tablecidos conforme a las Actas 
CNAT 2601, 2630 y 2658.  

La aseguradora apeló esa deci-
sión cuestionando el cálculo in-
demnizatorio. Sostuvo que se ha-
bía apartado de lo establecido por 
el artículo 12 de la ley 24557, según 
la modificación introducida por la 
ley 27348.  

Sin embargo, la Sala II de la Cáma-
ra Nacional de Apelaciones del Tra-

bajo no solo rechazó ese planteo, si-
no que modificó la condena en per-
juicio de quien había recurrido.  

La cámara entendió que el mon-
to resultante de aplicar los intere-
ses fijados en primera instancia era 
insuficiente frente al piso mínimo 
correspondiente a la incapacidad 
acreditada. Calculó que la conde-
na actualizada alcanzaba 
$994.405,27, mientras que, confor-
me a la resolución SRT 51/22 y adi-
cionando la prestación prevista 
por el artículo 3 de la ley 26773, el 
resarcimiento mínimo ascendía a 
$1.619.177,84. Consideró que 
“nunca podría perforarse por de-
bajo el piso mínimo establecido 
por el régimen tarifario especial”, 
aun cuando el trabajador no hu-
biera formulado un planteo con-
creto al respecto. Por ello, elevó la 
condena a esa suma, con más inte-
reses conforme a la ley 27348, se-
gún el decreto 669/2019.  

 
Piso 
Provincia ART SA interpuso recur-
so extraordinario y, ante su dene-
gación, acudió en queja a la Corte. 
Argumentó que el pronuncia-
miento era arbitrario porque apli-
có un piso indemnizatorio que el 
trabajador no había solicitado y, 
fundamentalmente, porque este 
no había apelado la sentencia de 
primera instancia.  

Afirmó que semejante modifica-
ción vulneraba el principio de con-
gruencia y el derecho de defensa 
garantizado por el artículo 18 de la 
Constitución Nacional.  

La Corte recordó que, aunque 
las cuestiones procesales son por 
regla ajenas al recurso extraordi-
nario del artículo 14 de la ley 48, 
existe una excepción cuando se 
incurre en una reformatio in pe-
jus que afecta de manera directa 
e inmediata el derecho de pro-
piedad y la garantía de defensa 
en juicio.  

En ese marco, concluyó que la 
cámara colocó a la única apelante 
en una situación peor que la resul-
tante de la sentencia de primera 
instancia, pese a que su competen-
cia estaba limitada a las cuestiones 
efectivamente controvertidas. Esa 
circunstancia resultó decisiva: al 
no existir recurso del trabajador 
que habilitara una modificación 
de la condena en su beneficio, la 
alzada no podía incrementar de 
oficio el monto que debía afrontar 
la aseguradora.  

Por ello, en el fallo se entendió 
que la decisión cuestionada “no 
constituye una derivación razo-
nada del derecho vigente con 
aplicación de las circunstancias 
derivadas de la causa” y debía ser 
descalificada. Hizo lugar a la que-
ja, declaró procedente el recurso 
extraordinario, revocó la senten-
cia apelada, impuso las costas y 
dispuso que el expediente regre-
sara al tribunal de origen para el 
dictado de un nuevo fallo confor-
me a esas pautas. 

L
a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba admitió parcialmente el 

recurso de casación de los deman-
dados y dejó sin efecto las indem-
nizaciones vinculadas al despido 
indirecto, al concluir que la rela-
ción laboral había finalizado pre-
viamente por voluntad concurren-
te de las partes, en los términos del 
tercer párrafo del art. 241 LCT.  

El Alto Cuerpo entendió que la 
sentencia de mérito omitió valorar 
adecuadamente una pericia infor-
mática que contenía conversacio-
nes telefónicas decisivas para esta-
blecer cómo y cuándo se produjo 
la desvinculación.  

El tribunal estuvo integrado por 
Luis Rubio -autor del voto-, Luis 
Angulo y Domingo Sesin. La reso-
lución de origen había considera-
do acreditado que C. A. ingresó el 
15 de mayo de 2019 al comercio 
“Súper Sandra”, donde realizaba 
tareas de atención al cliente, repo-
sición y limpieza. También tuvo 

por demostrada la relación laboral 
no registrada y responsabilizó a los 
dos demandados, al entender que 
ambos se habían comportado co-
mo empleadores durante distintos 
períodos.  

El TSJ rechazó los cuestiona-
mientos dirigidos contra esas con-
clusiones. Consideró inadmisible 
el agravio referido a la jornada la-
boral porque el recurrente se limi-
tó a discrepar con la valoración de 
los testimonios, sin demostrar que 
de ellos surgiera necesariamente 
una prestación part time. Asimis-
mo, descartó la alegada transfe-
rencia del comercio de padres a hi-
jos, pues la prueba oral indicaba 
que ambos demandados se habían 
comportado como dueños, algu-
nas veces separadamente y otras 
conjuntamente.  

Distinta solución correspondía 
respecto de la disolución del vín-
culo. El TSJ observó que la a quo 
había otorgado eficacia probatoria 
a la pericia informática oficial, pe-

ro omitió considerar su contenido 
al determinar la fecha y modalidad 
de extinción del contrato. El infor-
me incorporaba un chat extraído 
de la línea telefónica de la trabaja-
dora que registraba conversacio-
nes mantenidas con el demanda-
do principal.  

 
Comunicaciones 
De esas comunicaciones surgía 
que el 6 de septiembre de 2020 C. 
A. manifestó que aceptaba la suma 
propuesta de $15.000 y que el de-
mandado respondió que hablaría 
con su abogada.  

Dos días después, el 8 de sep-
tiembre de 2020, éste le comunicó 
que dejaría el dinero convenido en 
el negocio contra la firma de un re-
cibo con su número de documen-
to. Para el Alto Cuerpo, ese inter-
cambio evidenciaba una voluntad 
concurrente de las partes de finali-
zar la relación laboral.  

El tribunal destacó además que 
recién el 9 de septiembre de 2020 

la trabajadora remitió el primer te-
legrama reclamando registración y 
diferencias salariales. Al aplicar el 
principio de primacía de la reali-
dad, concluyó que el contrato ya 
había finalizado el 08/09/2020 
conforme al tercer párrafo del art. 
241 LCT, por lo que el caso no po-
día encuadrarse posteriormente 
como despido indirecto bajo los 
arts. 242 y 246 LCT.  

En consecuencia, rechazó las in-
demnizaciones por antigüedad, 
preaviso e integración del mes de 
despido, los haberes correspon-
dientes al período comprendido 
entre el 08 y el 24/09/2020, los in-
crementos de los arts. 1 y 2 de la ley 
25323, los arts. 8 y 15 LNE y el in-
cremento del DNU 34/2019. Las 
multas de la LNE tampoco podían 
prosperar porque la intimación re-
gistral fue efectuada cuando el vín-
culo ya estaba extinguido.  

Respecto del art. 80 LCT, ponde-

ró que la trabajadora había recla-
mado la indemnización pero no la 
efectiva confección y entrega de 
las certificaciones. Por ello, aten-
diendo además a la corta duración 
de la relación -un año y cuatro me-
ses- y a la escasa envergadura del 
comercio, ordenó a los demanda-
dos entregar la documentación 
dentro de los treinta días de que-
dar firme el pronunciamiento, es-
tableciendo que la sanción se tor-
nará operativa únicamente ante el 
incumplimiento de esa obligación.  

Finalmente, la casación fue ad-
mitida parcialmente, se mantuvie-
ron los restantes aspectos de la 
sentencia y las costas de la instan-
cia extraordinaria fueron impues-
tas por su orden.
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El peritaje informático acreditó que empleada y empleador habían convenido 
previamente la desvinculación, por lo que las intimaciones posteriores  
no pudieron sustentar el despido indirecto ni las multas reclamadas

Chat telefónico demostró un  
entendimiento mutuo de las partes  
en dar por finalizado el vínculo laboral

Revocan indemnización laboral elevada  
de oficio aunque el trabajador no apelara
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